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INFORME No. 47/11
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 11.875-P
PERÚ

23 de marzo de 2011
PRESUNTAS VÍCTIMAS:
Marcela Ximena González Astudillo y Alejandro Alberto Valdivia López
PETICIONARIOS: 
Verónica Reyna Morales y Nelson Caucoto Pereira (Fundación de Ayuda Social de las Iglesias Cristianas –FASIC)
 

VIOLACIONES ALEGADAS: 
no especifica
INICIO DE TRÁMITE:  
10 de febrero de 1998
 

 

I. POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS
1. Afirmaron que el Estado peruano cometió graves violaciones a tratados internacionales de protección a los derechos humanos al someter a los ciudadanos chilenos Marcela Ximena González Astudillo y Alejandro Alberto Valdivia López a un proceso penal conocido por tribunales sin independencia e imparcialidad. Según lo alegado, tales personas fueron detenidas en el Perú en 1993 y condenados a 20 años de prisión por el delito de terrorismo. Se indica que la señora González Astudillo fue igualmente procesada por el delito contra la fe pública.
2. Los peticionarios mencionaron existir irregularidades en la detención y procesamiento de las presuntas víctimas, tales como: incomunicación, acceso restringido a un asistente legal, ausencia de información sobre los motivos de la detención y restricciones a la presentación de descargos y medios de prueba. Destacaron que una vez los procesados González Astudillo y Valdivia López fueron declarados absueltos del delito de traición a la patria ante la jurisdicción militar, fueron puestos a la disposición del fuero ordinario para ser juzgados y condenados por los mismos hechos, pero bajo la imputación de terrorismo.
II. POSICIÓN DEL ESTADO

3. El Estado sostuvo que la petición debe ser declarada inadmisible debido a que los peticionarios no habrían expresado de manera precisa sus alegatos. Manifestó que la petición y escritos adicionales de los peticionarios se limitaron a reproducir versiones de los medios de comunicación peruanos sobre la situación de las presuntas víctimas.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

4. El 26 de enero de 1998 se recibió la petición inicial, la cual fue registrada bajo el número 11.875 y trasladada al Estado el 10 de febrero del mismo año, con el plazo de 90 días para que presentara respuesta de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. El Estado presentó su respuesta el 24 de junio de 1998 y remitió comunicaciones adicionales el 20 de octubre del mismo año, 13 de marzo de 2003, 18 de agosto y 15 de septiembre de 2004.  Los peticionarios remitieron escritos adicionales el 21 de agosto y 8 de septiembre de 1998,  5 y 20 de enero de 1999, 9 de abril de 2003 y 20 de mayo de 2004.
5. La CIDH solicitó información actualizada a los peticionarios el 27 de agosto de 2004 y el 21 de mayo de 2010 reiteró dicha solicitud, advirtiendo que de no recibir respuesta dentro del plazo de un mes, podría considerar el archivo de la petición conforme al artículo 48.1.b) de la Convención Americana.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

6. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana como el artículo 42.1 del Reglamento de la Comisión establecen que en cualquier etapa del procedimiento, recibidas la información de las partes, o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y, en cualesquiera de los casos, ordenará el archivo del expediente.
7. En el presente asunto los peticionarios no han contestado las solicitudes de información actualizada formuladas por la CIDH el  27 de agosto de 2004 y 21 de mayo de 2010. En esas circunstancias, y en vista de que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, la CIDH decide archivarla de conformidad con los artículos 48.1.b) de la Convención y 42.1 de su Reglamento.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011. (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión.

